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Señores: 
JUZGADO 11 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA
ECOVIVIENDA
E                                                S                                                             D

REF: CONTESTACION DE DEMANDA
PROCESO: 15001 33 33 011 2019 00107 00
TIPO DE PROCESO: ACCION DE REPETICION
DTE: ECOVIVIENDA
DDO: WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO

En mérito de lo dispuesto por el decreto legisla�vo 806 de 2020 me permito enviar contestación de
demanda con las correspondientes pruebas, poder debidamente otorgado y enviado vía mail, respecto
del proceso de la referencia, al correo electrónico del despacho judicial y al correo electrónico de la
parte demandante, dando cumplimiento al ar�culo 3° ibidem.

Agradezco su atención, 

B. Natalia Camargo Osorio 
Abogada.
Especialista en Derecho Administra�vo.
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Señor 
JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 
TUNJA 
E.                                                S.                                      D. 
________________________________________________ 
 

REF.: CONTESTACION DE DEMANDA  
DEMANDANTE: ECOVIVIENDA 
DEMANDADO: WILBERTH AMAURY LOPEZ 
BLANCO 
PROCESO: 15001 33 33 011 2019 00107 00                      
______________________________________ 

 
  
WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO, mayor de edad, vecino de Bogotá, 
identificado como aparece al pie de mi firma; a usted con todo respeto me permito 
manifestarle que le confiero poder especial, amplio y suficiente a la doctora 
BEATRIZ NATALIA CAMARGO OSORIO identificada con Cédula de Ciudadanía 
N° 1.019.099.345 de Bogotá, abogada en ejercicio, con la T.P. N° 299.974 del 
C.S.J., para que, en mi nombre y representación, actúe en mi defensa durante todo 
el proceso, se pronuncie y conteste la demanda accionada por el medio de control 
de repetición, promovido en mi contra por la empresa constructora de vivienda de 
Tunja – ECOVIVIENDA, tendiente a declararme responsable por la condena a 
ECOVIVIENDA para la época de los hechos mediante sentencia de segunda 
instancia de fecha 14 de noviembre de 2017, proferida por la Sala de Decisión No. 
4 del Tribunal Administrativo de Boyacá.  
 
Mí apoderada queda ampliamente facultada para Recibir, Desistir, Sustituir, 
Reasumir, Revocar Sustituciones, transigir, conciliar, solicitar documentación, 
pruebas, interponer y sustentar recursos, presentar nulidades y en general todas las 
que consideren necesarias para la defensa de mis intereses. 
 
Sírvase, reconocer Personería a mi apoderada. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 

         _________________________________ 
           WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO 
           C.C N° 7.179.299 de Tunja. 

 Correo: wilberthlb@yahoo.com 
 

ACEPTO:  
 
 
 

                                 
______________________________ 

                                          B. NATALIA CAMARGO OSORIO 
                                          C.C No. 1.019.099.345 de Bogotá 
                                          T.P. No. 299.974 del C.S.J. 

Correo: nataliac0609@hotmail.com 
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Señor 
JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL 
TUNJA 
E.               S.                               D. 
______________________________________________________ 
 
 

Ref.:  CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
MEDIO DE CONTROL: ACCION DE 
REPETICION 
DEMANDANTE: EMPRESA CONSTRUCTORA 
DE VIVIENDA DE TUNJA – ECOVIVIENDA. 
DEMANDADO: WILBERTH AMAURY LOPEZ 
BLANCO, C.C. No. 7.179.299 de Tunja 
PROCESO: 1500133 33 011 2019 00107 00.  
_____________________________________ 

 
B. NATALIA CAMARGO OSORIO, mayor de edad, vecina de Bogotá D.C., 
identificada con la C.C. No. 1.019.099.345 de Bogotá, abogada en ejercicio con la 
T.P. No. 299.974 del C.S. de la J., actuando como apoderada del señor WILBERTH 
AMAURY LOPEZ BLANCO identificado con la C.C. No. 7.179.299 de Tunja, de 
conformidad con el poder adjunto, dentro del proceso de la referencia que cursa en 
su juzgado, respetuosamente mediante el presente escrito me permito contestar la 
demanda, en los siguientes términos: 

____________________ 
 

A LAS PRETENSIONES 
____________________ 

 
PRIMERA: Me opongo a que se declare responsable al señor WILBERTH 
AMAURY LOPEZ BLANCO identificado con C.C. No. 7.179.299 de Tunja, por los 
perjuicios ocasionados a la EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE 
TUNJA – ECOVIVIENDA con ocasión a la condenada impuesta mediante sentencia 
de segunda instancia de fecha 14 de noviembre de 2017, proferida por la Sala de 
Decisión No. 4. Del Tribunal Administrativo de Boyacá, toda vez, que como se 
probará en el presente escrito, nunca actuó de forma dolosa o gravemente culposa, 
por el contrario siempre actuó bajo responsabilidad y absoluta observancia a sus 
funciones. 
 
SEGUNDA: Me opongo a que se condene al señor WILBERTH AMAURY LOPEZ 
BLANCO identificado con C.C. No. 7.179.299 de Tunja, deba cancelar la suma de 
VEINTE MILLONES NOVECIENTOS VEINTIOCHO MIL SESENTA Y CUATRO 
PESOS ($20.928.064) a favor de EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE 
TUNJA – ECOVIVIENDA, toda vez que su actuación no fue la que conllevó a que 
la entidad tuviera que pagar una obligación dineraria a favor de la señora LIDIA 
AURORA RODRIGUEZ AVEDAÑO. Además, no se evidencia conducta dolosa o 
gravemente culposa. 
 
TERCERA: Me opongo a que se condene al señor WILBERTH AMAURY LOPEZ 
BLANCO identificado con C.C. No. 7.179.299 de Tunja, pague intereses moratorio 
comerciales a favor de EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – 
ECOVIVIENDA, debido a que si no hay condena, no hay valor o suma dineraria que 
devenga intereses comerciales.   
 
CUARTA: Me opongo, debido a que si no hay condena, no hay valor o suma 
dineraria que se deba actualizar.  
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QUINTA: Me opongo, habida cuenta que para la imposición de costas se debe 
acreditar actuaciones temerarias o de mala fe por parte del extremo procesal, las 
cuales deberán ser probadas.  

______________ 
 

A LOS HECHOS 
______________ 

 
1. No me consta. Son documentos internos de la Comisión Nacional del Servicio 

Civil que reposan en sus archivos, y de los cuales la entidad demandante 
EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – ECOVIVIENDA no 
aportó prueba alguna.  
 

2. Es cierto. Mediante acuerdo No. 001 del 12 de marzo de 2007, la Junta Directiva 
del Instituto de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de TUNJA “INVITU”, 
hoy EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – ECOVIVIENDA, 
creó dos empleos para el cargo de Técnico Administrativo, Nivel Técnico, Código 
367 Grado 9, de acuerdo a los documentos que reposan en el expediente. 
 

3. Es cierto. El señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO identificado con C.C. 
No. 7.179.299 de Tunja, fue designado como Gerente del INVITU, según decreto 
de nombramiento No. 002 de enero de 2008 y acta de posesión del 03 de enero 
de 2008, de acuerdo a los documentos que reposan en el expediente. 
 

4. Es cierto. Sin embargo, la entidad demanda pasó por alto mencionar que, 
mediante el oficio No. 066-09 del 11 de marzo de 2009, fue el señor WILBERTH 
AMAURY LOPEZ BLANCO quién fungiendo como gerente del “INVITU” y en 
una evidente diligencia de sus funciones, informó a la Comisión Nacional del 
Servicio Civil con relación a los cargos a proveer, lo siguiente:  

“Teniendo en cuenta que el Instituto de Vivienda de Interés Social y 
reforma urbana de Tunja, en su momento informó a esa entidad sobre 
la necesidad de proveer dos cargos de TECNICO ADMINISTRATIVO, 
código 367 grado 9 y SECRETARIA código 440 grado 23 a través de 
concurso público de méritos, los cuales actualmente se encuentran con 
nombramiento provisionales. 

Por lo anterior y en razón a que esta institución inició un proceso de 
rediseño reorganización y modernización me permito informales que 
dichos cargos harán parte del respectivo estudio técnico y luego de 
culminado dicho proceso, nos comunicaremos nuevamente para 
informar sobre la situación de los cargos mencionados”. 

5. Es cierto. Es pertinente precisar, que mediante el acuerdo No. 001 del 24 de abril 
de 2009, la Junta Directiva del Instituto de Vivienda de Interés Social y Reforma 
Urbana de Tunja “INVITU” hoy ECOVIVIENDA – de la cual hacia parte el señor 
WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO modificó y adoptó nueva estructura, de 
tal forma que los cargos de TECNICO ADMINISTRATIVO, Código 367 Grado 9 
y SECRETARIA Código 440 Grado 12, fueron suprimidos de la planta de 
personal de INVITU.  
 

6. No es cierto. En ejercicio diligente de las funciones como Gerente, pasados 4 
días de suscrito el acuerdo No. 001 del 24 de abril de 2009, es decir, el 28 de 
abril de 2009 el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO suscribió Oficio 
No. 141 -09 mediante el cual dio a conocer a la Comisión Nacional del Servicio 
Civil la existencia del acuerdo No. 001 del 24 de abril de 2009, anexando 
fotocopia de dicho acuerdo, tal como fue reiterado posteriormente en múltiples 
oficios que demostraron la preocupación del hoy demandado por la situación, 
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hecho que también fue reconocido en el proceso de nulidad y restablecimiento 
del derecho por parte de la EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE 
TUNJA – ECOVIVIENDA, pese a que no existe normatividad alguna que 
contemple la necesidad de anexar la fotocopia de dicho acuerdo.  
 
Aunado a lo anterior, se evidencia de la sentencia del proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho en el cual fungía como demandada la entidad que, 
contrariando a la afirmación realizada en este numeral, a la EMPRESA 
CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – ECOVIVIENDA quien hoy es 
demandante, le consta que si se anexo copia del acuerdo No. 001 de 2009, tal 
como se puede extractar de la sentencia del H. Tribunal Administrativo anexada 
al libelo demandatorio; en consecuencia, no es dable que la entidad afirme que 
mi procurado “informó sin anexar el Acuerdo No. 001 de 2009”, puesto que no 
concuerda con las pruebas aportadas y transgrede el principio de lealtad y 
veracidad procesal como presupuestos procesales de moralidad y eticidad.  
 

7. Es cierto. Mediante oficio No. 206-09 de fecha 09 de junio de 2009, mi procurado 
en ejercicio diligente de sus funciones, comunicó y reiteró nuevamente a la 
Comisión Nacional del Servicio Civil que los cargos que en ese momento se 
encontraban en nombramiento provisional fueron suprimidos, de conformidad 
con el acuerdo No. 01 del 24 de abril de 2009, por lo que en gracia de discusión, 
no se entiende porque la CNSC deslegitimó el oficio anterior.  
 

8. No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
 

9. No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
 

10. Es cierto. De acuerdo a los documentos que obran en el expediente judicial del 
proceso de la referencia.  
 

11. Es parcialmente cierto. Es pertinente señalar que con antelación a este hecho 
(es decir con antelación al 18 de mayo de 2011) el señor WILBERTH AMAURY 
LOPEZ BLANCO, propendiendo por solucionar la controversia suscitada, con 
oficio N° 721-10 del 7 de diciembre de 2010, solicitó a la CNSC se aclarara el 
motivo por el cual en la Oferta Pública de Empleo de la CNSC, aparece asignado 
el cargo de Técnico Administrativo Código 367 grado 09, como si se hubiera 
seguido el proceso de selección de este, y posteriormente, con oficio N° 150-7-
212 del 11 de Mayo de 2011, se reiteró a la CNSC que los cargos habían sido 
suprimidos como ya lo había informado y nuevamente se presentó adjunto copia 
del Acuerdo de Junta Directiva N° 01 de 2009, y se indicó:  
 

“De la manera más comedida me permito informarle que de acuerdo 
a las solicitudes de aclaración anteriormente realizadas por 
ECOVIVIENDA sobre la Oferta Publica Empleo de la Comisión 
Nacional de Servicio Civil y en la cual aparece asignado el cargo de 
técnico administrativo código 367 grado 09, como si se hubiera 
seguido el proceso de elección de este (…)argumenta que en las 
bases de datos no se encontró que ECOVIVIENDA anteriormente 
INVITU hubiera remitido estos actos administrativos referentes a la 
reestructuración (…) Es así como remitimos de nuevo el acto 
administrativo (Acuerdo de Junta Directiva No. 01 del 2009), por 
el cual se modifica, se adopta nueva estructura para el INVITU, se 
define funciones a sus dependencias, se determina la estructura 
y planta, entre otras.” (negrilla fuera del texto original).  
 

12. Es cierto. Pese a los múltiples oficios suscritos por el señor WILBERTH 
AMAURY LOPEZ BLANCO, pese a haber anexado el acuerdo No. 01 de 2009 
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en diversas oportunidades y pese a que se acudió a las oficinas de la CNSC, 
circunstancias que demuestran la diligencia, mediante resolución No. 2518 del 
01 de junio de 2011 la CNSC, conformó la lista de elegibles para proveer el cargo 
de Técnico Administrativo, quedando en primer lugar de los elegibles la señora 
LIDA AURORA RODRIGUEZ AVENDAÑO. 
 

13. No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 
 

14. Es cierto. De acuerdo a los documentos que obran en el expediente judicial del 
proceso de la referencia.  
 

15. Es cierto. Es pertinente señalar que nuevamente se demuestra la diligencia de 
las funciones del señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO, pues fue él 
quien mediante oficio No. 150-7-303 del 24 de junio de 2011 continuo en la labor 
de darle a conocer a la CNSC el error en el que se estaba incurriendo, 
manifestando que:  

 
“De la manera más atenta y en atención a oficio de fecha 18 de mayo 
de 2011 y numero de radicado de salida: 2011EE 17746, pasamos a 
realizar aclaración a lo expuesto por ustedes.  
En este oficio nos argumentan en el numeral 3 que los retiros de la 
OPEC solo procederían “una vez enviaran los actos administrativos en 
firme de lo contrario duchos empleos continúan en el concurso normal 
dentro de la convocatoria 001 de 2005”. De nuevo estamos reiterando 
que el Acto Administrativo citado fue enviado el día 8 de abril de 
2009 del cual tenemos constancia de la empresa de mensajería 
entregada el 30 de abril de 2009 a las 12:48 con estado actual 
ENTREGADA en sus oficinas en la carrera 4 N 75-49 Rosales, como 
consta en comprobante que se encuentra con sello de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil y del cual anexamos copia.  
(…) Pese a lo anterior y ante la solicitud de Lidia Aurora Rodríguez 
Avendaño (…) de requisitos para posesión en el cargo técnico 
administrativo, acudimos a sus oficinas de la carrera 16 No. 96-64 piso 
7 el día 17 de junio, donde fuimos atendidos por el funcionario OMAR 
VARGAS, a quien se le presentó dicho acto administrativo en su 
original” (negrilla fuera del texto original).  

 
16. Es cierto. De acuerdo a los documentos que obran en el expediente judicial del 

proceso de la referencia.  
 

17. Es cierto. Debe precisarse también, que fue el señor WILBERTH AMAURY 
LOPEZ BLANCO quien suscribió el documento mencionado en este numeral en 
calidad de gerente de la entidad, efectuando un recuento de cada uno de los 
oficios enviados e informando la imposibilidad de proceder a efectuar el 
nombramiento debido a la reestructuración realizada mediante el acuerdo No 01 
de 2009, además, aportó fotocopia de cada uno de ellos para el correspondiente 
conocimiento por parte de la entidad.  
 

18. Es cierto. De acuerdo a los documentos que obran en el expediente judicial del 
proceso de la referencia.  
 

19. Es cierto. El oficio existe de acuerdo a los documentos que obran en el 
expediente judicial del proceso de la referencia, sin embargo, debe acotarse que 
la circular conjunta No. 074 del 21 de octubre de 2009 fue expedida con 
posterioridad a los hechos que dieron origen al acuerdo No. 01 del 2009, el cual 
fue expedido el 24 de abril de 2009, esto es, 6 meses antes a la expedición de 
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la circular, no obstante, se reitera que el acuerdo en controversia fue aportado 
diligentemente en múltiples oportunidades.  
 

20. Es cierto. Empero, el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad 
de gerente de la EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – 
ECOVIVIENDA agotó cada una de las posibilidades que tenía para dar a conocer 
la supresión de los cargos, y no continuar con el proceso de la CNSC, lo que 
imposibilitaba efectuar la posesión del cargo.  
 

21. Es cierto. De acuerdo a los documentos que obran en el expediente judicial del 
proceso de la referencia, de la sentencia se destaca la legitimidad que le 
otorgaba la EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – 
ECOVIVIENDA a las actuaciones realizadas por el señor WILBERTH AMAURY 
LOPEZ BLANCO.  
 

22. Es cierto. De acuerdo a los documentos que obran en el expediente judicial del 
proceso de la referencia. De la sentencia se destaca la legitimidad que le 
otorgaba la EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – 
ECOVIVIENDA a las actuaciones realizadas por el señor WILBERTH AMAURY 
LOPEZ BLANCO, para lo cual se trae a colación el siguiente apartado:  
 

“Al partir del supuesto de hecho equivocado consistente en que 
no se allegó a la Comisión Nacional del Servicio Civil el acto 
administrativo mediante el cual se reestructuró la entidad, 
señaló que tampoco se podría afirmar que por no tener en su poder 
dicho acto administrativo se vulneran las normas de carrera 
administrativa pues esto sería ir en contravía al principio de 
publicidad de los actos administrativos”. (negrilla fuera del texto 
original).  

 
23. No me consta. De acuerdo a los documentos que obran en el expediente judicial 

del proceso de la referencia, este es uno de los argumentos esgrimidos en la 
sentencia judicial, no obstante, esa decisión judicial es respetada por este 
extremo procesal, pero su argumento no es compartido, pues la diligencia en 
procura de salvaguardar los derechos de carrera no solo se tuvo previo a la 
emisión de la lista de elegibles, para lo cual es necesario traer a colación un 
breve resumen que constata la comunicación acuciosa y preocupada que tuvo 
el gerente de la entidad con la CNSC, así:  

 

FECHA Y NO. DE OFICIO ARGUMENTO DEL OFICIO 

Oficio No. 066-09 del 11 de 
marzo de 2009 

Se informó sin que existiera obligación legal alguna, 
del inicio de proceso de restructuración de la 
entidad y que por lo tanto los cargos reportados a la 
OPEC harían parte del estudio técnico respectivo 

Oficio No. 0141-09 con 
fecha 28 de abril de 2009 

Se informó a la Comisión Nacional de Servicio Civil, 
que por Acuerdo No. 01 del 24 de abril de 2009 de 
la Junta Directiva del INVITU se modificó y adoptó 
nueva estructura, de tal forma que los cargos de 
TECNICO ADMINISTRATIVO, Código 367 Grado 9 
y SECRETARIA Código 440 Grado 12, fueron 
suprimidos de la planta de personal de INVITU y se 
allegó copia del acuerdo No. 001 de 2009.  Este 
oficio fue enviado el día 28 de abril de 2009 como 
se señala en la guía de la empresa de mensajería 
con estado de entregada el día 30 de abril de 2009 
a las 12:28 en las oficinas de la COMISION 
NACIONAL DE SERVICIO CIVIL ubicadas en la 
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Carrera 4 No. 75-49, como consta en comprobante 
que se encuentra con sello de la CNSC. 

oficio No. 206-09 del 9 de 
junio de 2009 

Se reiteró a la COMISION NACIONAL DE 
SERVICIO CIVIL, los cargos que fueron suprimidos 
de la planta del INVITU 

oficio No. 721-10 del 7 de 
diciembre de 2010 

Se solicitó a la CNSC se aclarara el motivo por el 
cual, en la Oferta Pública de Empleo de la CNSC, 
aparece asignado el cargo de Técnico 
Administrativo Código 367 grado 09, como si se 
hubiera seguido el proceso de selección de este. 

oficio No. 150-7-212 del 11 
de mayo de 2011 

Se reiteró a la COMISION NACIONAL DE 
SERVICIO CIVIL que los cargos habían sido 
suprimidos como ya lo había informado y 
nuevamente se presentó adjunto copia del Acuerdo 
de Junta Directiva No. 01 de 2009, mediante el cual 
se adoptó la nueva estructura de la entidad 

oficio 150 -7 – 303 del 24 
de junio de 2011 

Se reiteró a la Comisión Nacional de Servicio Civil 
que el día 28 de abril de 2009 se envió a la CNSC 
copia del Acto Administrativo de restructuración y 
en ese mismo oficio se manifestó expresamente lo 
siguiente: “acudimos a sus oficinas de la Carrera 16 
No. 96-64 Piso 7 el día 17 de junio, donde fuimos 
atendidos por el funcionario OMAR VARGAS, a 
quien se le presentó dicho Acto Administrativo 
en su original, (…)” (Negrilla fuera de texto) 

Oficio 150-7-416 de fecha 
agosto 24 de 2011 

Oficio dirigido a la Dra. Paula Tatiana Arenas 
González, recibido en la CNSC el 25 de Agosto de 
2011, en el cual se manifestó la imposibilidad de 
efectuar el nombramiento de la señora Lida Aurora 
Rodríguez Avendaño, reiterando los escritos 
anteriores en los que se informó a la CNSC de la 
restructuración, y finalizo señalando “Respetada 
Doctora, le reiteramos nuestra preocupación por 
este caso (…) le ruego muy respetuosamente se dé 
prioridad a este caso, se pronuncie frente a lo 
expuesto y determine la obligación que tiene la 
EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE 
TUNJA”ECOVIVIENDA” frente a la lista de elegibles 
dispuesta en la Resolución No. 2518 del 01 de junio 
de 2011, lo antes posible, o si usted lo considera 
necesario se agende en forma inmediata una cita 
para poder tratar este tema con el comisionado y 
llegar a clarificarlo en forma definitiva 

  
24. No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso. 

 
___________________________ 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
___________________________ 

 
MEDIO DE CONTROL - REPETICION 

No se desconoce el ámbito legal y jurisprudencial que ha legitimado la figura jurídica 
llamada acción de repetición, hoy, medio de contro, contentiva (entre otros) en la 
ley 1437 del 2011 por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo artículo 142, ley 678 de 2001 articulo 5 numeral 
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4, y Constitución Política artículo 90 inciso 2°; figura jurídica que a grandes rasgos 
se trata de la facultad que tiene la administración de repetir contra uno de sus 
funcionarios, con ocasión a un daño antijuridico realizado con algunos requisitos 
esenciales. 

En suma, este medio de control se constituye como un mecanismo resarcitorio y 
protector del patrimonio público, ya que a través del ejercicio de a misma se 
pretende, de un lado, el reembolso de los dineros pagados por una entidad publica 
como consecuencia de una sentencia judicial y por otro lado, sirve como 
instrumento para conseguir la moralidad y la eficiencia de la función pública.  

Así pues, nuestro ordenamiento jurídico cuenta con una línea jurisprudencial amplia 
que reglamenta la acción de repetición, verbigracia, la Honorable Corte 
Constitucional en sentencia C-832 del 2001, establece:  

“ACCION DE REPETICION-Requisitos 

Para que la entidad pública pueda repetir contra el funcionario o ex 
funcionario, es necesario que concurran los siguientes requisitos: 
(i) que una entidad pública haya sido condenada por la jurisdicción 
contencioso administrativa a reparar los antijurídicos causados a un 
particular; (ii) que se haya establecido que el daño antijurídico fue 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del 
funcionario o antiguo funcionario público. (iii) que la entidad 
condenada haya pagado la suma de dinero determinada por el juez en 
su sentencia.” (negrilla fuera del texto original).  

Se destaca de lo anterior, que el primer presupuesto se encuentra satisfecho y no 
existe controversia sobre este hecho, no obstante se requería para la procedencia 
del medio de control aludido, que el apoderado de la entidad demandante 
acreditara los otros dos requisitos, empero, se evidencia que existe un argumento 
escueto que pretende acreditar la responsabilidad de mi mandante por el solo 
hecho que existe una sentencia judicial condenatoria a la entidad, obviando que 
debe probar la culpa grave o el dolo del funcionario al que endilga responsabilidad, 
como tampoco logra encasillar la conducta en alguna de las causales de culpa 
grave a las que alude, reiterando, que su argumentación carece de fundamento 
jurídico y fáctico. 

Con posterioridad, pasare a hacer evidente que es imposible probar la 
concurrencia de las tres causales, pues el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ 
BLANCO no incurrió en ninguna conducta que pueda poner en duda su diligente 
ejercicio de funciones y que pueda inmiscuirse en una conducta con culpa grave. 

Por su parte el H. Consejo de Estado en sentencia del 19 de julio de 2008 M.p. 
Dra. Marta Nubia Velásquez Rico, reiteró su línea jurisprudencial en el sentido de 
establecer que para efectos de la prosperidad de la acción de repetición deben 
acreditarse los tres requisitos ante dichos, en los siguientes términos:  

“La demanda de repetición fue consagrada inicialmente en el artículo 78 
del Código Contencioso Administrativo -algunas de cuyas expresiones 
fueron declaradas exequibles por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C-430 de 2000- como un mecanismo para que la entidad 
condenada por razón de una conducta dolosa o gravemente culposa de 
un funcionario o ex funcionario suyo pueda solicitar de este el reintegro 
de lo que pagó como consecuencia de una sentencia, de una 
conciliación o de cualquier otra forma de terminación de un conflicto. (…) 
[E]l legislador expidió la Ley 678 de 2001, (…) dicha ley definió la 
repetición como una acción de carácter patrimonial que debe 
ejercerse en contra del servidor o ex servidor público, así como 
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también respecto de los particulares que ejercen función pública, 
que a causa de una conducta dolosa o gravemente culposa den 
lugar al pago de una condena contenida en una sentencia, 
conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. (…) En 
relación con los aspectos procesales, la Ley 678 de 2001 reguló asuntos 
relativos a la jurisdicción y a la competencia, a la legitimación, al 
desistimiento, al procedimiento, al término de caducidad, a la 
oportunidad de la conciliación judicial o extrajudicial, a la cuantificación 
de la condena y a su ejecución, lo atinente al llamamiento en garantía 
con fines de repetición y a las medidas cautelares. (…) [L]a prosperidad 
de la acción de repetición está sujeta a que se acrediten los 
siguientes requisitos: a) la existencia de una condena judicial o de 
un acuerdo conciliatorio que impuso a la entidad estatal 
demandante el pago de una suma de dinero; b) que el pago se haya 
realizado; c) la calidad del demandado como agente o ex agente del 
Estado y d) la culpa grave.” (Negrilla fuera del texto original).  

Entonces, la procedencia y/o la prosperidad de la acción de repetición, hoy medio 
de control, se encuentra sujeta a unos requisitos establecidos y previamente 
traídos a colación, que al tenor literal de la norma deben concurrir y que por tal 
motivo se apartan de la situación fáctica y jurídica del caso concreto, pues es 
indispensable que el servidor público haya actuado con dolo o culpa grave, por el 
contrario, el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO, ejerció las funciones 
que le competían, como gerente de la entidad, de una forma diligente.  

En otras palabras, contrariando a lo manifestado por la entidad demandada, el sólo 
hecho de existir una condena en contra de la entidad demandante, no implica per 
se, la responsabilidad de mi procurado, máxime cuando los argumentos de culpa 
grave reprochados, carecen de fundamento y prueba. 

Ahora bien, hay que decir que el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO, si 
cumplió con su deber de informar no sólo de la supresión de los cargos con 
necesidad de proveer, sino que informó a la CNSC desde que inició el proceso de 
restructuración, esto es, desde el 31 de marzo de 2009, tal como se describió en el 
acápite de hechos. 
 
La información y los oficios suscritos por el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ 
BLANCO en calidad de gerente de la entidad y en aras de subsanar las 
circunstancias de la imposibilidad de posesionar en cargo a la señora LIDA 
AURORA RODRIGUEZ, debido al proceso de restructuración y posterior supresión 
de los cargos con necesidad de proveer, fue recibida efectivamente por la CNSC, 
situación que nunca se ha puesto en duda, luego no hay lugar a suspicacias 
dirigidas a pretender manifestar que la CNSC no conoció el inició de la 
restructuración, y no conoció la supresión de los cargos por culpa imputable a mi 
procurado, pues las pruebas aportadas desvirtúan de contera las afirmaciones. 
 
Pese a que la diligencia que ostentó el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ 
BLANCO, se hace evidente en cada una de las pruebas aportadas y los hechos 
mencionados, la entidad endilga responsabilidad considerando erróneamente que 
el fundamento de ello, se encuentra en la sentencia judicial, obviando los 
presupuestos y requisitos indispensables que deben concurrir para la prosperidad 
de la acción de repetición. 
 
El artículo 209 de la Constitución Política estableció que: “La función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 

funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus 
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actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La 

administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno 
que se ejercerá en los términos que señale la ley.”  
 
Es así como dentro de la estructura de una entidad pública, se distribuyen las 
diferentes funciones que le competen, entre los cargos existentes.  El empleo 
constituye el eje central de la función pública, por lo cual, no puede haber empleado 
sin funciones.   
 
El artículo 2 de la Ley 678 de 2001 establece que: 
 

“La acción de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que 
deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como 
consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya 
dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, 
proveniente de una condena, conciliación u otra forma de 
terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el 
particular que investido de una función pública haya ocasionado, en forma 
dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial.  
No obstante, en los términos de esta ley, el servidor o ex servidor público 
o el particular investido de funciones públicas podrá ser llamado en 
garantía dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública, 
con los mismos fines de la acción de repetición.” (negrilla fuera del texto 
original).  

 
Para la prosperidad de la acción de repetición es indispensable que el servidor 
público haya actuado con dolo o culpa grave, lo cual no se evidencia en el presente 
caso, pues el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO ejerció las funciones 
que le competían como gerente de la entidad, de una forma diligente. 

 
El artículo 5 y 6 de la mencionada ley 678, indica las situaciones en las que se 
presume el dolo y culpa grave, a saber, 
 

“ARTÍCULO 5º. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado 
quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del 
Estado. 
Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas: 
1. Obrar con desviación de poder. 
2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por 
inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma 
que le sirve de fundamento. 
3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación 
de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la 
decisión de la administración. 
4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los 
mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad 
patrimonial del Estado. 
5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente 
contrario a derecho en un proceso judicial. 
 ARTÍCULO 6º. Culpa grave. La conducta del agente del Estado es 
gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción 
directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o 
extralimitación en el ejercicio de las funciones. 
Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes 
causas: 
1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho. 
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2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, 
determinada por error inexcusable. 
3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los 
actos administrativos determinada por error inexcusable. 
4. Violar manifiesta e inexcusablemente el debido proceso en lo referente a 
detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención 
física o corporal. 

 
El H. Consejo de Estado, como órgano máximo de cierre de la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa, en sentencia del 31 de agosto de 2006, M.P Dra. Ruth 
Stella Correa Palacio manifestó que: 
  

“No se satisface esta conducta procesal cuando la actora se limita 
a afirmar o incluso, en principio, cuando simplemente allega al 
expediente la sola sentencia de condena a cargo del Estado, puesto 
que este juicio no se trata de una pretensión ejecutiva en contra del 
servidor público, sino de un proceso contencioso y declarativo de 
su responsabilidad por culpa grave o dolo en su acción u omisión 
que habría ocasionado un daño que resarció el Estado, y en el cual 
el interesado en obtener una sentencia favorable de la jurisdicción 
deberá desplegar una actividad probatoria prolífica, acorde y 
proporcional con dicho interés, siendo, por tanto, indispensable 
que sea celoso en atender la carga procesal probatoria que implica 
el acreditamiento de los elementos que han sido explicados, para 
el éxito y prosperidad de las pretensiones y el aseguramiento de 
los fines constitucionales y legales de la acción de repetición. 
Sobre este aspecto, bien señala el artículo 177 del Código de 
Procedimiento Civil que “…incumbe a las partes probar el supuesto de  
hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen” y, en acatamiento del mismo, es menester reiterar la 
observancia de la carga procesal que le incumbe a la entidad 
demandante de probar en las acciones repetición los requisitos 
configurativos de la acción, como noción procesal que se basa en el 
principio de auto responsabilidad de las partes y como requerimiento de 
conducta procesal facultativa predicable a quien le interesa sacar avante 
sus pretensiones y evitar una decisión desfavorable, lo cual no se 
evidenció en el presente caso. En este orden de ideas, concluye la Sala 
que, contrario a lo sostenido por la actora, el recurso no tiene vocación 
para prosperar y, por ende, la decisión del Tribunal a quo de denegar 
las súplicas de la demanda habrá de confirmarse, toda vez que el 
presente proceso se encuentra huérfano de material probatorio que 
demuestre los elementos tanto objetivos como subjetivos para la 
procedencia y éxito de la acción de repetición”. (negrilla fuera del texto 
original).  

 
Es entonces claro que no puede asemejarse el medio de control de la acción de 
repetición, con una acción ejecutiva, contrario sensu, debe tenerse la acción de 
repetición como un medio de control que se acciona con ocasión a una presunta 
conducta dolosa o gravemente culposa, no debe entenderse que se inicia este 
proceso con ocasión a la providencia que declaró culpable a ECOVIVIENDA.  
 

EXCEPCIONES DE FONDO 
 
1. AUSENCIA DE DOLO O CULPA GRAVE 
 
De las presunciones establecidas en el artículo 5 y 6 de la Lay 678 de 2001, no se 
encuentra configurada ninguna en cabeza del señor WILBERTH AMAURY LOPEZ 
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BLANCO, aunado, con los documentos allegados con la demanda se están 
demostrando la existencia de dolo o culpa grave, contrario sensu, se evidencia 
legitimidad a sus actuaciones diligentes  
 
De ahí que habrá que entrar a analizar con el material probatorio que se anexó a la 
demanda, si en efecto, la conducta con la que presuntamente actuó el señor 
WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO puede encajar en una conducta 
gravemente culposa.  
 
La entidad no alude el dolo dentro de la presunta conducta exteriorizada por el 
señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO, por lo cual, es claro para ambas 
partes que la figura jurídica de dolo no se encuentra dentro de lo discutido en el 
litigio, sin embargo, el apoderado de la entidad si precisa que la conducta realizada 
por mi procurado se encuentra afectada por culpa grave. 
 
Frente a la culpa grave a la que alude el apoderado de la entidad, el numeral 
endilgado puntualmente por la entidad demandada, es el numeral 1° de del artículo 
6° de la ley 678 del 2001, el cual hace mención a la presunta “Violación manifiesta 
e inexcusable de las normas de derecho”, en otras palabras, este numeral 
establece que la conducta de un agente del estado es gravemente culposa cuando 
el daño es consecuencia de una infracción directa a la constitución o a la ley, 
estableciendo erróneamente como derrotero la presunta transgresión al artículo 
125 de la Constitución Política, ley 909 de 2004, decreto 1227 del 21 de abril de 
2005, articulo 6 de la ley 489 de 1998 y circular del servicio conjunta No. 74 del 21 
de octubre de 2009 expedida por la procuraduría general de la nación y la CNSC, 
y las demás normas que regulen la carrera administrativa.  
 
En primer lugar, es pertinente darle legitimidad al proceso de reestructuración para 
evidenciar que con ocasión a ello no se transgredió ningún derecho de carrera 
administrativa. El Decreto 1227 de 2005, en cuanto a las reformas de las plantas 
de empleos, señala que: 

  
“ARTÍCULO 95. Las reformas de las plantas de empleos de las entidades de 
la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional y territorial deberán motivarse, 
fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la 
administración y basarse en justificaciones o estudios técnicos que así lo 
demuestren (…)” 
 

La restructuración constituye una estrategia para lograr la eficacia y eficiencia de 
las entidades públicas, de tal forma que se determine una organización justificada 
en una estructura conformada para el desarrollo del objeto de la entidad.  Las 
entidades estatales deben promover procesos de modernización institucional, que 
propendan por el logro de su misión y cumplimiento de la razón de ser de la entidad. 
 
Las entidades públicas no sólo están facultadas para efectuar reestructuraciones, 
sino que también tienen la obligación de adoptar la estructura y organización que 
contribuya al cumplimiento de los fines del Estado y suprimir ciertos cargos, con el 
fin de lograr sus cometidos y la realización del interés general de forma eficaz y 
eficiente, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional, en la sentencia C- 370/99 
al señalar que: "(...) no impide que la Administración por razones de interés general 
ligadas a la propia eficacia y eficiencia de la función pública, pueda suprimir 
determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado 
cumpla sus cometidos. Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general 
que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el 
Estado lo haga, sin que pueda oponérsele los derechos de carrera de los 
funcionarios ya que éstos deben ceder ante el interés general.” 
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El artículo 46 de la Ley 909 de 2004, dispone que: 
 

“ARTÍCULO 46. REFORMAS DE PLANTAS DE PERSONAL. Las reformas 
de planta de empleos de las entidades de la rama ejecutiva de los órdenes 
nacional y territorial, deberán motivarse, fundarse en necesidades del 
servicio o en razones de modernización de la Administración y basarse en 
justificaciones o estudios técnicos que así lo demuestren, elaborados por las 
respectivas entidades, por la ESAP, o por firmas especializadas en la 
materia; estudios que deberán garantizar el mejoramiento organizacional. 
Toda modificación a las plantas de personal de los organismos y entidades 
de las ramas ejecutivas del poder público del orden nacional, deberá ser 
aprobada por el Departamento Administrativo de la Función Pública.” 

 
Con todo lo anterior, se evidencia que el proceso de reestructuración se encuentra 
legitimado, ya que está justificado en el mejoramiento del servicio, superación de 
problemas estructurales y reducción gastos. Con la reestructuración de la entidad 
se logró consolidar logros con mayor productividad, reagrupando labores 
fragmentadas, en consecuencia, no fue fruto de una arbitrariedad, ni producto de 
un capricho del gerente por querer suprimir los cargos que se encontraban 
ofertados por la CNSC, para consolidar una vulneración a la carrera administrativa 
o las normas que regulan el empleo público.  
 
Ahora bien, la posterior conducta dirigida a dar a conocer el acto administrativo y la 
decisión de reestructuración y en consecuencia la supresión de los cargos en 
comento, tampoco fue producto de la violación de las normas invocadas, tan es así, 
que el apoderado de la entidad demandante, sin preocuparse por la carga diligente 
que le asiste de argumentación, sólo trajo a colación las normas transgredidas sin 
propender por argumentar diligentemente los cargos, lo cual puede ser entendido, 
pues es claro para las partes inmersas dentro del proceso, que la conducta de mi 
procurado no se enmarca dentro de ninguna violación de las normas citadas en el 
escrito de la demanda.  
 
Las normas vigentes de la carrera administrativa fueron respetadas en su totalidad, 
pues como se demostró el origen de la supresión de los cargos ofertados se hizo 
con observancia a las normas legales que versan sobre el proceso, y 
posteriormente el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO, propendió por 
darle publicidad al acto administrativo y la decisión tomada, empero, la CNSC, hizo 
caso omiso de la información detallada que el gerente de LA EMPRESA 
CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA (antes INVITU) le enviaba, 
poniéndolo al tanto desde el inició de la reestructuración hasta su finalización, 
información clara, veraz y por lo tanto no podía la CNSC obviar toda esta 
información, dudar de la veracidad de la información que el gerente de una entidad 
pública enviaba en forma eficaz.  
 
Ahora bien, para la época de los hechos (marzo de 2009) no existía norma alguna 
que obligara al gerente de la entidad a dar conocimiento al acto administrativo, 
máxime cuando existe el principio de publicidad de los actos administrativos, que 
ante la duda (irracional) de la CNSC del acto administrativo referido de 
estructuración, este acto administrativo estaba debidamente publicado y por lo 
tanto, se podía consultar, además, por no tener reserva legal.  
 
Es por todo lo anterior, que debe mencionarse que fue La COMISION NACIONAL 
DE SERVICIO CIVIL quien transgredió el principio de la buena fe, exigió requisitos 
no establecidos en la ley e ignoró el principio de colaboración establecido en la 
Constitución Política.  
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Así entonces, las pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar, 
puesto que no existe culpa grave por violación a la ley o a la constitución por los 
siguientes motivos:  
 
1. La entidad demandante no logró enmarcar la conducta dentro de las normas 

citadas y presuntamente transgredidas, se limitó a traerlas a colación sin 
argumentar la inmersión del hecho en la norma.  

2. La reestructuración de la entidad y la supresión de los cargos, se encuentra 
legitimada y amparada por la ley.  

3. El señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO, si dio a conocer el acto 
administrativo e informó, en su calidad de gerente, en múltiples ocasiones a la 
CNSC sobre los cargos suprimidos.  

 
2. AUSENCIA DE NEXO DE CAUSALIDAD 

 
Para que le pueda ser imputada responsabilidad al señor WILBERTH AMAURY 
LOPEZ BLANCO, debe existir nexo de causalidad entre el pago que tuvo que hacer 
la EMPRESA CONSTRUCTORA DE VIVIENDA DE TUNJA – ECOVIVIENDA por 
concepto del valor del valor que a título de restablecimiento del derecho ordenó el 
despacho judicial, y las funciones que debía desempeñar el demandado, lo cual no 
se configura en el presente caso.  
 
El nexo de causalidad fue pasado por alto dentro del escrito de la demanda, y frente 
a ello se asevera que el nexo causal no es objeto de presunción, por lo tanto, debe 
probarse, empero, la entidad, lo obvió. 

 
Es importante traer a colación, la teoría de la causalidad adecuada, según la cual 
las diferentes causas que intervienen en la producción del daño no son 
equivalentes, sino que se requiere que el juez se sitúe en un terreno psicológico 
antes del daño para divisar el nexo de causalidad, determinando si del hecho que 
se imputa al demandado era esperable conforme a las reglas de la experiencia el 
resultado que sucedió. 
 
Con relación a las funciones como gerente de la entidad, el señor WILBERTH 
AMAURY LOPEZ BLANCO tenía aquellas que fueron reglamentadas en el 
acuerdo No. 001 de 2009, funciones de las cuales se extracta que ninguna 
establece comunicación con las entidades correspondientes ni mucho menos, 
coordinar, dirigir o adelantar gestiones para comunicar o no a la Comisión Nacional 
de Servicio Civil (o alguna otra entidad), los actos administrativos expedidos con el 
fin de dar información sobre la reestructuración y la supresión de cargos técnicos, 
por lo que debo recordar que los actos administrativos gozan del principio de 
publicidad, y por lo tanto se podía consultar, por no tener reserva legal.  
 
Pese a lo anterior, y en aras de darle un buen funcionamiento a la entidad bajo 
principios de eficiencia, eficacia, economía, justicia, equidad y velar por el adecuado 
uso, mantenimiento y manejo de los bienes y recursos de la entidad, mi procurado, 
delegó la función de cruzar información y comunicación con la Comisión Nacional 
del Servicio Civil, pues un funcionario que ostenta un cargo de director o gerente, 
ejerce otras funciones que requieren que se imprima mayor tiempo o dedicación. 
 
Es por ello que los oficios cruzados entre la entidad, hoy demandante y la CNSC 
se encuentran suscritos por el Gerente de la entidad, pero proyectados por un 
funcionario que estaba delegado a su dependencia, como quiera que el manejo de 
la información, el envío de emails y la correspondencia, son funciones asignadas a 
un funcionario de menor jerarquía, verbigracia, un secretario.  
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Con lo anterior no se pretende excusar una eventual mala conducta o negligencia, 
porque no la hubo, contrario sensu, se pretende demostrar que pese a que el 
gerente de la entidad para esa época, no tenía las funciones de cruzar información 
del ámbito administrativo o en su defecto estar al tanto de la correspondencia que 
sale de la entidad o entra a la entidad, propendió por un ejercicio diligente y realizó 
las comunicaciones, sin perjuicio de que la CNSC las ignorara o las pasará por alto.  
 
Es pertinente hacer un paralelo, por medio del cual se demuestran las funciones 
del gerente y las funciones del cargo denominado secretario, para evidenciar que 
las funciones asumidas por el señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO 
fueron observadas en su totalidad, además, también se evidenciará que aquellas 
funciones de carácter administrativo, de correspondencia y de novedades de 
personal le correspondían al cargo denominado secretario, no al del gerente, en los 
siguientes términos:  
 

FUNCIONES GERENTE 
Acuerdo 01 de 2009 

FUNCIONES SECRETARIO 
Acuerdo 01 de 2007 

1. Ejecutar las políticas de la entidad 
fijadas por la Junta Directiva conforme 
con las orientaciones del Gobierno 
Nacional, Departamental y Municipal.  
2. Dirigir, orientar, coordinar ejecutar y 
vigilar las funciones propias del INVITU.  
4. Ser ordenador del Gasto del INVITU.  
5. Nombrar, posesionar y remover a los 
servidores a su cargo conforme a las 
normas vigentes sobre la materia.  
9. Gestionar los recursos provenientes 
de las entidades nacionales, 
departamentales, municipales y/o 
internacionales para beneficio del 
INVITU y de los planes de vivienda de 
interés social y prioritario. 
10. Presentar, direccionar y sustentar 
proyectos para el funcionamiento y 
mejoramiento del INVITU y de sus 
planes y programas misionales.  
 

a) Atender de manera personal o 
telefónica a quienes soliciten al 
gerente, tomar nota de las solicitudes y 
asuntos tratados en ausencia e 
informar las novedades.  
b) Elaborar las resoluciones de acuerdo 
con las novedades de personal que se 
presenten, ya sea de ingreso y/o retiro 
de cualquier funcionario y velar porque 
se reúnan todos los requisitos exigidos 
para la posesión de los mismos.  
g) llevar y actualizar diariamente el libro 
de radicación de resoluciones, acuerdo 
promesas de compraventa, 
correspondencia enviada, directorio 
telefónico, entre otros  
k) Realizar todas y cada una de las 
funciones con la DILIGENCIA, 
OPORTUNIDAD, EFECTIVIDAD y 
RESPONSABILIDAD que el cargo 
amerita. Y las demás funciones 
inherentes a su cargo asignadas por el 
jefe inmediato y/o Gerente del Instituto, 
que están encaminadas al 
cumplimiento de los objetivos del 
INVITU. 

 
Las anteriores funciones son algunas que se destacan y que son extractadas del 
acuerdo que las reglamenta, debido a que se circunscriben a los parámetros del 
caso sub examine.  
 
No se evidenció ni se logró probar en el líbelo demandatorio qué función fue la 
presuntamente incumplida por mi procurado para incurrir dentro de una conducta 
con culpa grave, empero, debo manifestar que todas y cada una de las aquí 
recopiladas (y las que se disponen dentro del acuerdo) fueron cumplidas, y no se 
encuentran en discusión, pues en la intachable hoja de vida del señor WILBERTH 
AMAURY LOPEZ BLANCO, no se avizora llamado de atención o imposición de 
sanción por dirigir o coordinar de manera negligente la entidad en lo atinente a los 
proyectos de vivienda de interés social o con lo relacionado a los subsidios de 
vivienda, así mismo, cumplió con la obligación de expedir el acto administrativo por 
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medio del cual suprimió dos cargos de la estructura de la entidad, es decir, que en 
ningún momento faltó al debido y diligente cuidado del cumplimiento de sus 
funciones.  
 
En gracia de discusión, en cualquier entidad pública existe el cargo de gerente o 
directivo de la entidad, y quien funge ostentando tal calidad delega funciones de 
índole meramente administrativa tal como el envío de correspondencia, emails o 
proyección de oficios, para encargarse de las funciones que son propias de la 
naturaleza de su cargo, en conclusión, estar al pendiente de si llegaron o no los 
oficios, o los correos electrónicos con los anexos requeridos (acto administrativo), 
no son funciones propias de un gerente de una entidad pública, sin embargo mi 
procurado siempre estuvo atento y pendiente del procedimiento otorgado al 
concurso de méritos, circunstancia que se prueba con las múltiples comunicaciones 
que, sin tener la obligación legal o laboral efectuó.  
 
3. COBRO DE LO NO DEBIDO.  
 
Sin que de manera alguna se considere un allanamiento a las pretensiones o 
hechos de la demanda, debo afirmar que el cobro de CINCUENTA MILLONES DE 
PESOS ($50.000.000) realizado al señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO 
no tiene fundamento alguno, en primer lugar porque su conducta no transgredió sus 
funciones como gerente de la entidad, en segundo lugar, porque no recayó en una 
violación a la ley o a la constitución y en tercer lugar, porque el pago realizado a la 
señora LIDIA AURORA RODRIGUEZ AVENDAÑO fue por la suma de VEINTE 
MILLONES NOVECIENTOS VEINTIOCHO MIL SESENTA Y CUATRO PESOS 
M/CTE ($20.928.064), no por lo cobrado en esta acción de repetición.  
 
Aunado a lo anterior, no se evidencia liquidacion alguna o argumento que respalde 
el valor tan alto que aquí se pretende repetir, contrario sensu, se asevera que el 
cobro de la acción de repetición es producto del pago de la sentencia judicial, pago 
que ascendió a VEINTE MILLONES NOVECIENTOS VEINTIOCHO MIL SESENTA 
Y CUATRO PESOS M/CTE ($20.928.064) de conformidad con la copia del giro 
presupuestal de gastos No. GG1 20180321 del 23 de octubre de 2018, no a 
CINCUENTA MILLONES DE PESOS ($50.000.000), valor estimado en la cuantía 
de la demanda.  

_________ 

PRUEBAS 
_________ 

Solicito se tengan como pruebas las siguientes:  

1. Todas las que fueron aportadas con la demanda 
 

2. Fotocopia del Oficio No. 066 -09 del 11 de marzo de 2009, suscrito por el señor 
WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la entidad, 
mediante el cual se informa a la CNSC el inicio de la reestructuración 
institucional. 
 

3. Fotocopia del Oficio No. 141-09 del 28 de abril de 2009, suscrito por el señor 
WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la entidad, 
mediante el cual se informa a la CNSC la supresión de los cargos de la planta 
del personal y mediante el cual se aportó el acto administrativo.  
 

4. Fotocopia del acuerdo de junta directiva No. 01 de 2009, suscrito por el señor 
WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la entidad, 
mediante el cual se informa a la CNSC que se reestructuró la entidad y se 
evidencian las funciones del gerente de la entidad.  

117



CONTESTACION DEMANDA DE WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO 
Proceso No. 15001 33 33 011 2019 00107 00 

16 
 

 
5. Fotocopia del oficio No. 206-09 del 09 de junio de 2009 suscrito por el señor 

WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la entidad, 
mediante el cual se reitera a la CNSC, la supresión de los cargos.  
 

6. Fotocopia del oficio No. 721 – 10 del 07 de diciembre de 2010 suscrito por el 
señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la 
entidad, mediante el cual se reitera a la CNSC la supresión de los cargos y se 
anexa copia del acuerdo No. 014 del 2009. 
 

7. Fotocopia del oficio No. 15 – 7 – 212 del 11 de mayo de 2011 suscrito por el 
señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la 
entidad, mediante el cual se manifiesta a la CNSC, que ya se había remitido 
copia del acto administrativo, empero, que se volvía a anexar.  
 

8. Fotocopia del oficio No. 150 – 7 – 303 del 24 de junio de 2011 suscrito por el 
señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la 
entidad, mediante el cual se reitera a la CNSC que ya se había enviado el acto 
administrativo en mención que suprimió los cargos y vuelve a anexarse copia 
del acto administrativo.  
 

9. Fotocopia del oficio No. 150 – 7 – 416 del 24 de agosto de 2011 suscrito por el 
señor WILBERTH AMAURY LOPEZ BLANCO en calidad de gerente de la 
entidad, mediante el cual se manifiesta la preocupación a la CNSC, sobre el 
caso, como evidencia de la buena fe y diligencia.  
 

10. Fotocopia del acuerdo No. 001 de 2007, mediante el cual se evidencian las 
funciones que debía desempeñar un empleado que ostentara el cargo de 
secretario para la época de los hechos.  

_________________ 

NOTIFICACIONES 
_________________ 

La suscrita las recibirá en la secretaría de su despacho o en la carrera 13 Número 
29 - 39 oficina 316 de la ciudad de Bogotá D.C, o al correo 
nataliac0609@hotmail.com 

 

Respetuosamente, 

 

 

_______________________________ 
B. NATALIA CAMARGO OSORIO 
C.C.N. 1.019.099.345 de Bogotá, D.C. 
T.P.N. 299.974 del C.S.J. 

Elaboró: Natalia Camargo 
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14/7/2020 Correo: B. Natalia Camargo Osorio - Outlook

https://outlook.live.com/mail/inbox/id/AQQkADAwATY3ZmYAZS1lZmE1LTA3Y2YtMDACLTAwCgAQAOq9RfxaVoBHlL86UrZROaU%3D 1/1

Re: PODER PARA CONTESTACIÓN DE DEMANDA

wilberth lopez blanco <wilberthlb@yahoo.com>
Mar 14/07/2020 2:44 PM
Para:  B. Natalia Camargo Osorio <nataliac0609@hotmail.com>

1 archivos adjuntos (78 KB)
LOPEZ BLANCO WILBERTH AMAURY.pdf;

Buenas tardes dra adjunto poder mil gracias 

Wilberth Amaury López Blanco
Ingeniero Civil
CEL. 3138850026

El martes, 14 de julio de 2020, 12:33:36 p.m. COT, B. Natalia Camargo Osorio <nataliac0609@hotmail.com>
escribió:

Ingeniero Wilberth: 

Mediante el presente mail me permito adjuntar poder especial para efectos de contestación de
demanda ante el Juzgado 11 Administra�vo del Circuito Judicial de Tunja. 

Con ocasión a la emergencia sanitaria originada por la pandemia COVID-19 no se requiere firma ni
auten�cación del poder, empero, debe constar prueba de que dicho poder fue debidamente otorgado,
por lo cual, se necesita que el poder aquí adjunto sea enviado desde su correo con des�no a mi
correo: nataliac0609@hotmail.com, y dicho mail recibido en mi correo será objeto de prueba como
imagen digital adjunta a la contestación.

A la espera de la remisión, 

B. Natalia Camargo Osorio 
Abogada.
Especialista en Derecho Administra�vo.
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